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LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA/ De conformidad con el principio de oficiosidad el juez de tutela tiene la posibilidad de vincular a terceros que puedan llegar a tener interés en el proceso
“(…) encuentra la Sala que con la vinculación que hiciera el juez de primera instancia al presente asunto del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, a pesar de que en momento alguno el representante judicial de la accionante dirigió la tutela en su contra, lo que hizo fue dar cumplimiento a su deber oficioso de integrar en debida forma la Litis, por cuanto en su escrito de tutela el libelista señaló que había realizado a ese Despacho la solicitud de sustituto de prisión intramural por domiciliaria dado el estado de salud de la señora Villa, y por ende su intervención en este asunto se hacía fundamental, especialmente porque la acción giraba en torno precisamente a la necesidad de ese sustituto.”
Citas: Corte Constitucional, autos 165 de 2008 y 065 de 2010. 
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por el representante legal de la señora MARÍA CRISTINA VILLA contra el fallo mediante el cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, el 18 de enero de 2016, decidió no tutelar los derechos fundamentales invocados por ella en contra de SALUDTOTAL EPS Y EL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO LA DABEA. 
ANTECEDENTES

Dice la accionante que su prohijada fue condenada el 12 de diciembre de 2013 a la pena de 7 años 6 meses y 1 día de prisión, concediéndosele en ese momento el sustituto de prisión domiciliaria por ser madre cabeza de familia. El 21 de octubre de 2014 el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, quien se encarga de la vigilancia de su pena, le revocó dicha medida.
Posteriormente, el 4 de noviembre de 2014 se solicitó el sustituto de prisión intramural por domiciliaria, pero esta vez por enfermedad grave incompatible con la vida en reclusión, para decidir tal cosa se ordenó la valoración por el médico legista de Medicina Legal, la cual se programó para el 4 de diciembre de ese año, sin que se haya podido realizar, toda vez que se requería la historia clínica de la paciente y los resultados de unos exámenes con los que ella no contaba. Así las cosas, los días 18 y 24 de esas mismas calendas el Despacho le ordenó al EPMSC para mujeres La Badea de Dosquebradas, atender las recomendaciones dadas por el médico legista para poder culminar con el proceso. 
Pasados 9 meses el Juzgado ejecutor de la pena, nuevamente requiere a la cárcel para que proceda a dar cumplimiento a lo dispuesto por el médico de Medicina Legal, toda vez que la señora Villa padece de “ADENOMA HIPOFISIARIO”, esto es un tumor en la zona craneal que ha ido evolucionando y comprometiendo su estado neuronal y su visión, requiriendo de esa manera atención médica constante y oportuna. Como consecuencia de lo anterior, el viernes 25 de diciembre de 2015 debió ser sometida a una delicada intervención quirúrgica de extirpación de tumor cerebral. 
Afirma el actor, que a pesar del delicado estado de salud de la señora María Cristina, días después de la intervención Saludtotal EPS ordenó que ella fuera trasladada al centro de reclusión, a pesar de que allí no cuenta con las condiciones necesarias para su recuperación. Dada esa situación, el 31 de diciembre de 2015 nuevamente se radicó ante el Despacho de Ejecución de Penas la solicitud de prisión domiciliaria por enfermedad grave, pero esta vez teniendo como fundamento el procedimiento quirúrgico que se le debió realizar; dicha petición la recibió el juzgado en mención y de inmediato ordenó la valoración por el médico legista, fijándose fecha para ello el 7 de enero de 2016.
En ese orden de cosas, y toda vez que el establecimiento de reclusión “La Badea” no cuenta ni con las instalaciones ni con el personal de salud  que pueda atender su recuperación después de una delicada operación como a la que fue sometida la señora María, pero en cambio Saludtotal EPS, que es la entidad encargada de prestarle los servicios a ella, sí cuenta con las condiciones para salvaguardar la vida y la salud de la paciente en el proceso de recuperación posoperatoria, ello ante la usencia de condición en el EPMSC de Dosquebradas. 
Con base en todo lo dicho, solicitó el libelista tanto como pretensión de la tutela, como medida provisional de la misma, que se le ordenara a SaludTotal EPS disponer las instalaciones adecuadas para que a la señora María Cristina se le brinde toda la atención que requiere durante su proceso de recuperación; adicionalmente pidió que se le ordene a la Cárcel La Badea que una vez la EPS le notifique en donde atenderá a la paciente, ella proceda a realizar el traslado inmediato de ella a ese lugar, todo ello en un término de 48 horas. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 31 de diciembre de 2015, admitió la petición de amparo interpuesta, vinculó al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local y ordenó la notificación a las partes en la forma indicada en la ley. Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante fallo del 18 de enero de 2016 decidió negar por improcedente la protección reclamada toda vez que con su actuar ninguna de las entidades accionadas está vulnerando los mismos, por cuanto son los galenos tanto del centro asistencial como de la institución carcelaria, quienes pueden determinar si el estado de salud de la señora Villa es o no compatible con la vida en reclusión por tanto no es viable que el juez de tutela sin los elementos de juicio necesarios conceptúe al respecto. Además la tutela no es el mecanismo judicial idóneo para solicitar la sustitución de la prisión intramural por domiciliaria por grave enfermedad, ya que para tales eventos existe un procedimiento ordinario que debe ser llevado a cabo ante el juez que vigile el cumplimiento de su pena, ya que es él a quien le corresponde decidir tal asunto. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de primera instancia el representante judicial de la señora María Cristina impugno la misma manifestando que el Despacho que se encarga de la vigilancia de la pena de su prohijada ya decidió de manera favorable sobre la petición de prisión domiciliaria; sin embargo informó no estar de acuerdo con la determinación del A-quo de vincular a este asunto al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medias de Seguridad local, toda vez que la tutela no iba dirigida contra el mismo y en ningún momento él solicitó que se le vinculara, toda vez que tal célula judicial jamás ha vulnerado derecho alguno de la señora Villa, por tanto solicita que se corrija el fallo aclarándose que él en ningún momento impetró su acción en contra del juzgado mencionado. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

De acuerdo a lo manifestado por el impugnante, le corresponde a esta Corporación determinar si fue acertada o no la vinculación que el A-quo realizara al presente asunto del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local. 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, para lograr  así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace a las determinaciones tomadas por el Juez de primera instancia desde el auto admisorio de la tutela, de vincular al presente asunto al Despacho encargado de vigilar la pena impuesta a la accionante. 
De acuerdo a lo anterior vale la pena recordar que el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991 establece contra quienes va dirigida la acción constitucional y agrega que: “Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud.”
En consonancia con dicho, la jurisprudencia constitucional le ha señalado al juez de tutela, en virtud de lo establecido por el artículo 29 superior, el deber que tiene en virtud del principio de oficiosidad, después de revisado el escrito de tutela para su admisión, de vincular a la misma a todos aquellos terceros que de ese escrito se pueda concluir, que aunque sin ser directamente demandados por el accionante, puedan tener interés o verse afectados con el resultado de la misma.
“De igual manera, ha establecido que el principio de informalidad [16], no debe ser entendido de manera absoluta, en tanto el juez en el Estado Social de Derecho, como garante de los derechos fundamentales, debe velar por el cumplimiento de las garantías procesales, entre las que se encuentra la debida conformación del contradictorio. Sobre el particular sostuvo:


“[E]l principio de informalidad adquiere marcada relevancia en los procedimientos de tutela y debe prestarse especial cuidado en la integración (…) del legítimo contradictorio toda vez que, en ciertos eventos, la demanda se formula en contra de quien no ha incurrido en la conducta imputada, o no se vincula a la totalidad de los sujetos procesales. Tal circunstancia se presenta, generalmente, porque el particular no conoce, ni puede exigírsele conocer, la complicada y variable estructura del Estado [17], ni de ciertas organizaciones privadas encargadas de la prestación de un servicio público. Pero el juez, que cuenta con la preparación y las herramientas jurídicas para suplir tal deficiencia, está en la obligación de conformar el legítimo contradictorio, no solo en virtud del principio de informalidad, sino también, atendiendo el principio de oficiosidad que orienta los procedimientos de tutela.” [18] 

Así mismo, ha estimado que en principio es el accionante quien debe indicar cuál es la autoridad o el particular que ha provocado la vulneración de los derechos fundamentales reclamada, sin que esto imposibilite al juez, en virtud del principio de oficiosidad, para que vincule una parte o un tercero con interés legítimo en el resultado del proceso, pues se trata de una actuación que en últimas, está encaminada a garantizar el derecho fundamental al debido proceso. Al respecto señaló: 

“[C]uando el juez considere (...) que la demanda ha debido dirigirse contra varias entidades, autoridades o personas, alguna o algunas de las cuales no fueron demandadas, aquél está en la obligación de conformar el legítimo contradictorio, en virtud de los principios de oficiosidad e informalidad que rigen la acción de tutela.

“Debe tenerse en cuenta que en muchas ocasiones el particular que impetra la acción ignora o no sabe identificar a las autoridades que considera han violado o amenazado sus derechos fundamentales, simplemente porque no conoce la complicada y variable estructura del Estado. No puede exigírsele a la persona que invoca la protección constitucional que sea un experto en la materia, y menos en el trámite de un proceso que se distingue por su informalidad y en virtud del cual debe el juez desplegar todos sus poderes para esclarecer los hechos que le dieron origen”. [19]” 

Y en otra decisión la Máxima Guardiana Constitucional también dijo: 
“Legitimación en la causa por pasiva. Debida integración del contradictorio por parte del juez de tutela.
 
7. En diversas ocasiones la jurisprudencia de esta Corporación ha estimado que la informalidad de que está revestido el trámite de tutela no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso a que por expreso mandato constitucional están sometidas las actuaciones administrativas y judiciales (art. 29 C.P.) [5], y en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. Así mismo, ha sido enfática en sostener que el juez de tutela está revestido de amplias facultades oficiosas que debe asumir de manera activa para brindar una adecuada protección a los derechos constitucionales presuntamente conculcados, dando las garantías del caso a las partes implicadas en la litis[6].

 

De ahí que el juez constitucional, como director del proceso, esté obligado a    - entre otras cargas- integrar debidamente el contradictorio, vinculando al trámite a aquellas personas naturales o jurídicas que puedan estar comprometidas en la afectación iusfundamental y en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que en ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el trámite, pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo que ofrece el ordenamiento jurídico.

 

Sobre los referidos tópicos, el Tribunal Constitucional en providencia A-019 de 1997 señaló:

 
“Por consiguiente, una vez presentada la demanda de tutela, la autoridad judicial debe desplegar toda su atención para conjurar la posible vulneración de derechos fundamentales que aduce el accionante en el petitum, y fallar de acuerdo con todos los elementos de juicio, convocando a todas las personas que activa o pasivamente se encuentren comprometidas en la parte fáctica de una tutela.”(Auto 019-97)

 

En armonía con lo anterior, en auto 09 de 1994 la Corte puntualizó:

 

“La integración del contradictorio supone establecer los extremos de la relación procesal para asegurar que la acción se entabla frente a quienes puede deducirse la pretensión formulada y por quienes pueden válidamente reclamar la pretensión en sentencia de mérito, es decir, cuando la participación de quienes intervienen en el proceso se legitima en virtud de la causa jurídica que las vincula. Estar legitimado en la causa es tanto como tener derecho, por una de las partes, a que se resuelvan las pretensiones formuladas en la demanda y a que, por la otra parte, se le admita como legítimo contradictor de tales pretensiones.””
 
De acuerdo a todo lo anterior, se puede establecer sin sombra de duda alguna que el Juez de tutela tiene el deber de integrar en debida forma la Litis en el trámite constitucional, lo que implica que debe llamar a hacer parte del mismo a todas las personas, naturales o jurídicas, que puedan verse afectadas, de manera favorable o desfavorable, con el resultado de la misma, aunque en ningún momento el accionante haya dirigido la demanda en su contra, toda vez que eso hace parte de sus facultades oficiosas dentro del proceso, especialmente dentro de acciones como éstas en donde los derechos que se reclaman tienen un grado de importancia superior y el trámite para su protección es expedito  e informal, lo que hace que muchas veces quien la invoca deje de lado a personas o entidades que tienen injerencia en el asunto, bien sea por desconocimiento o porque no le parece importante su intervención. La consecuencia de no integrar en debida forma esa Litis es la nulidad de lo actuado, si en sede de segunda instancia el A-quem advierte que ello era necesario y el A-quo lo paso por alto. 

Así las cosas, y aterrizando al caso concreto, encuentra la Sala que con la vinculación que hiciera el juez de primera instancia al presente asunto del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, a pesar de que en momento alguno el representante judicial de la accionante dirigió la tutela en su contra, lo que hizo fue dar cumplimiento a su deber oficioso de integrar en debida forma la Litis, por cuanto en su escrito de tutela el libelista señaló que había realizado a ese Despacho la solicitud de sustituto de prisión intramural por domiciliaria dado el estado de salud de la señora Villa, y por ende su intervención en este asunto se hacía fundamental, especialmente porque la acción giraba en torno precisamente a la necesidad de ese sustituto.

Por lo hasta aquí dicho, debe decir la Sala que no comprende cuál es la inconformidad de la parte accionante con esa determinación de vinculación, especialmente cuando con ello en nada se ha afectado, puesto que por sus propios dichos, ese Despacho en la actualidad ya resolvió de manera favorable su petición, situación que implica que realizar desvinculaciones en estos momentos resulte en algo innecesario, más aún, si se tiene en cuenta que la tutela se negó por improcedente, esto es a nadie se le dieron órdenes y con tal determinación sólo se verían afectados los intereses de la parte actora, quien no impugnó la decisión en ese sentido. 

En ese orden, encuentra esta Colegiatura que el recurso interpuesto no tiene razón de ser y que lo que se aprecia es que se interpuso un recurso de impugnación por interponerlo, sin que de verdad se aprecie una finalidad con el mismo, especialmente si se tiene en cuenta que esa vinculación del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, solo afecta a ese Despacho quien no realizó manifestación alguna al respecto. 

En ese orden de ideas, este Juez Colegiado procederá a confirmar el fallo opugnado, de acuerdo a las razones dadas en precedencia. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el 18 de enero de 2016, dentro de la acción invocada por el representante judicial de la señora MARÍA CRISTINA VILLA, en contra de la CÁRCEL LA BADEA Y OTRO, de acuerdo a las razones consignadas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, Auto 165 de 2008, M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 


� Corte Constitucional, Auto 065 de 2010, M.P. Dr. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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